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En la Villa de Madrid, a nueve de Mayo de dos mil trece. 

I. HECHOS


PRIMERO.- Con fecha 11 de marzo pasado el Procurador D. Juan Torrecilla Jiménez, en nombre y representación de DON JORGE ALBERTO RODRIGUEZ PEREZ, presentó escrito en el Registro General de este Tribunal formulando querella contra el Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, por presunto delito de prevaricación judicial.


SEGUNDO.- Formado rollo en esta Sala y registrado con el núm. 3/ 20160/2013, por providencia de 20 de marzo pasado se designó Ponente para conocer de la presente causa y conforme al turno previamente establecido, al Presidente de esta Sala Excmo. Sr. Don Juan Saavedra Ruiz y se remitieron las actuaciones al Ministerio Fiscal para informe sobre competencia y fondo.


TERCERO.- El Ministerio Fiscal en el trámite correspondiente, evacuó traslado con fecha 8 de abril de 2013 por el que interesa, declarar la competencia de esta Sala conforme al art. 57.1.2º LOPJ e inadmitir a trámite la querella conforme al art. 313 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal por no ser los hechos constitutivos de delito y archivar la presente causa especial.



II. RAZONAMIENTOS JURÍDICOS


PRIMERO.- Por la representación procesal de JORGE ALBERTO RODRIGUEZ PEREZ se presenta querella por delito de prevaricación contra el Excmo. Sr. Don Antonio Juan Castro Feliciano, Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, por los hechos que en síntesis son los siguientes:


Con fecha 14 de diciembre de 2012 y por Diligencia de Ordenación, la Secretaria de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior hizo saber que si bien la Sala para conocer del procedimiento abreviado contra aforado nº 1/2012 debería estar compuesta según las normas de reparto por el Presidente del Tribunal D. Antonio Castro Feliciano y por los Magistrados D. Fernando de Lorenzo Martínez y Dª Margarita Varona Faus, éstos dos últimos habían formado parte de la Sala que resolvió el recurso de apelación derivado de dichas actuaciones, así como que tampoco podía formar parte de la misma Sala la Magistrada Dª Carla Bellini Domínguez por haber sido la instructora de la causa. Por ello acordaba librar oficio a la Secretaría de Gobierno del Tribunal para que designase dos magistrados con los que completar la Sala. En contestación del oficio, el Presidente ahora querellado, dictó Acuerdo de 3/1/13 acordando la designación de los magistrados D. Alfonso Rincón Alegre y D. Ángel Martín Suárez, de la Sala de lo Contencioso Administrativo y de la Sala de lo Social para completar la Sala en el procedimiento abreviado nº 1/2012, seguido, entre otros, contra persona aforada. Como quiera que entre esta designación y la celebración de las sesiones del juicio oral previstas para los días 26 y 27 de febrero de 2013 uno de los magistrados designados, D. Alfonso Rincón, fuera trasladado a desempeñar la plaza de Juez de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, se tuvo que designar nuevo magistrado, dictando nuevo Acuerdo de 29/2/13 acordando designar a D. Ramón Jesús Toubes Torres, magistrado en comisión de servicios en la Sala de lo Social. Son estos dos acuerdos de 3 de enero y de 19 de febrero de 2013 los constitutivos del delito de prevaricación que se imputa al querellado en sus dos modalidades, dolosa del art.  446.3 CP o imprudente del art. 447 CP, y ello por haberse acordado la designación equivocadamente, bien por aplicar las Normas de Sustitución de Presidente y Magistrados de la Sala de lo Civil y Penal, aprobadas por Acuerdo nº 372/2008, de 10 de noviembre, cuando deberían haberse aplicado las contenidas en el Acuerdo 102/2012, de 19 de marzo, dada su renovación anual, bien por no haberse aplicado las normas de sustitución previstas en el art. 199 LOPJ, según la reforma operada por Ley orgánica 8/2012, de 27 de diciembre, que entró en vigor al día siguiente de su publicación en el BOE, que acaeció el 28 de diciembre de 2012.


SEGUNDO.- Dirigiéndose la querella contra un Presidente de un Tribunal Superior de Justicia, esta Sala conforme a lo dispuesto en el art. 57.1.3º LOPJ es competente para conocer de la misma.


TERCERO.- Los delitos de prevaricación judicial, que el querellante considera que han sido cometidos por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (v. arts. 446 y 447  C. Penal), castigan una serie de conductas que afectan a lo que pudiéramos considerar el núcleo central de la función jurisdiccional, “stricto sensu”, es decir la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (art. 117.3 C.E.). Se trata de unos delitos especiales, de los que –por consiguiente- sólo pueden ser autores los Jueces o Magistrados, y en los que la conducta típica consiste en dictar una sentencia o resolución injusta. El núcleo de la acción típica lo constituye, pues, la injusticia de la correspondiente resolución judicial; injusticia que habrá de examinarse únicamente desde la perspectiva de la legalidad, por su apartamiento del ordenamiento jurídico; por constituir, en suma, lo que se ha venido a denominar un torcimiento del Derecho. La injusticia de la resolución judicial supone, en definitiva, una evidente contradicción objetiva con el ordenamiento jurídico, y, por ello, solamente podrá apreciarse cuando el criterio adoptado por el Juez o Tribunal sea abiertamente contrario a cualquiera de las posibles interpretaciones usuales y admisibles en Derecho (v. SS. T.S. de 11 de diciembre de 2001, 26 de febrero de 2002, 23 de marzo de 2009 y de 23 de marzo de 2012).


En cualquier caso, para la existencia de estos delitos, no basta una mera ilegalidad, producto normalmente de una interpretación errónea, equivocada o discutible de la norma jurídica; pues, como ha dicho reiteradamente este Tribunal, para ello es necesario que la ilegalidad sea tan evidente que revele por sí misma la injusticia, el abuso y el  plus de antijuricidad de la decisión judicial (v. SS.  T.S. de 23 de noviembre de 1993, 27 de mayo de 1994 y 27 de enero de 1998). Los diferentes delitos de prevaricación exigen, como elemento objetivo de la acción típica, la absoluta notoriedad de la injusticia. En suma,  estos delitos suponen una aplicación arbitraria del derecho (art. 9.3 C.E.), es decir, que la norma jurídica haya sido aplicada tergiversando –de modo evidente- su contenido, su significado y su sentido propios.


CUARTO.- La aplicación de la anterior doctrina al presente caso impone con carácter previo un examen del contexto en que se produce. Así el Presidente dicta los acuerdos Gubernativos de 3 de enero y de 19 de febrero de 2013 designando los Magistrados que completarían la Sala de lo Civil y Penal, acuerdos que no cabe duda son resoluciones judiciales pues el art. 244 LOPJ establece que: “las resoluciones de los tribunales cuando no están constituidos en Sala de Justicia, las de las Salas de Gobierno y las de los Jueces y Presidentes cuando tuvieran carácter gubernativo, se llamarán acuerdos”, por tanto de lo anterior se desprende que genéricamente los actos judiciales se denominan resoluciones que comprenden tanto las jurisdiccionales como las gubernativas (ver sentencia de 15/2/06), tales acuerdos no aplicaron el art. 199.1 LOPJ, ley orgánica 8/2012, cuando la citada ley había entrado en vigor el 29/12/12; no obstante, también consta que contra los acuerdos dictados por el querellado se recurrió en reposición por los Magistrados designados finalmente para completar Sala y el querellado reconociendo que tales nombramientos no respetaban el contenido del art. 199.1 LOPJ estimó el recurso subsanando el defecto y dejándolos sin efecto, ello por Acuerdo de 22/2/13. 


El querellante imputa al Presidente contra el que se dirige la querella el delito de prevaricación dolosa del art. 446, el Juez que dictare a sabiendas sentencia o resolución injusta, o el delito de prevaricación imprudente previsto en el art. 447 CP. A tenor de consolidada y bien conocida jurisprudencia, el elemento de “injusticia” central en la configuración de la infracción, se cifra en el coeficiente de “arbitrariedad” de la decisión. Cuando obrar de manera arbitraria, en un contexto público de actuación preceptivamente delimitado, es suplantar la ratio y el fin de la norma por las propias y personales razones y finalidades, con notorio abuso de la función e inobjetable transgresión de lo preceptuado por el ordenamiento para el caso. Y en el supuesto que la conducta se calificase de culposa por negligencia indisculpable en quien tiene el deber de conocer del derecho.- Pero ocurre que la no aplicación del art. 199 LOPJ y la aplicación en su lugar de los Acuerdos de 2008 de la propia Sala de Gobierno para la formación de la Sala, no constituye negligencia o ignorancia que debamos reputar inexcusable o suficiente para la realización del tipo penal. Se trata de un simple error en la vigencia de la norma aplicable que había entrado en vigor poco tiempo antes, inmediatamente subsanado, con vigencia temporal mínima, pues alertada la irregularidad por vía del recurso, el Presidente revocó con carácter inmediato los nombramientos cuestionados.


Es por ello, que, de acuerdo con lo informado por el Ministerio Fiscal, la querella carece de viabilidad jurídica y tiene que ser desestimada, en aplicación de lo dispuesto en el art. 313 LECrm.

III. PARTE DISPOSITIVA


LA SALA ACUERDA: 1º)Declarar su competencia para el conocimiento de la presente querella. 2º)Inadmitir la misma por entender que los hechos contenidos en ella no revisten indiciariamente naturaleza delictiva. Y, 3º) Archivar las actuaciones.


Lo acordaron los Excmos. Sres. anotados al margen y lo firma el Excmo. Sr. Presidente, de lo que como Secretario, certifico.

